
 

 

 

JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE 

SINCELEJO 

Sincelejo, trece (13) de noviembre de dos mil veinte (2020) 

 

Ref.    PROCESO EJECUTIVO  

Radicado Nº:  70-001-33-31-003-2017-00228-00 

Demandante:  Rina Paola Barrios Barreto 

Demandado:  E.S.E Centro de Salud de Los Palmitos, Sucre 

 

Asunto:   Auto que decide solicitud de medidas cautelares. 

 

1. LA PETICIÓN. 

 

La parte ejecutante en memorial obrante a folios 32 a 34 del cuaderno de 

medidas cautelas, solicita se decrete el embargo una tercera parte de los 

recursos que pertenecen a la entidad demandada y son girados por la 

Administradora de Recursos del Sistema General de Seguridad Social- ADRES, 

derivados de los giros directos autorizados por la E.S.E. Centro de Salud de Los 

Palmitos a las EPS COMFASUCRE, CAJACOPI ATLÁNTICO, SALUDVIDA, NUEVA 

EPS-S, COMPARTA, MUTUAL SER. 

 

2. CONSIDERACIONES. 

 

Respecto al decreto de medidas cautelares de embargo y retención de bienes, 

el Código General del Proceso en su artículo 599 señala: 

 

―Artículo 599. Embargo y secuestro. Desde la presentación de la 

demanda el ejecutante podrá solicitar el embargo y secuestro de bienes 

del ejecutado. 

Cuando se ejecute por obligaciones de una persona fallecida, antes de 

liquidarse la sucesión, sólo podrán embargarse y secuestrarse bienes del 

causante. 

El juez, al decretar los embargos y secuestros, podrá limitarlos a lo 

necesario; el valor de los bienes no podrá exceder del doble del crédito 

cobrado, sus intereses y las costas prudencialmente calculadas, salvo 

que se trate de un solo bien o de bienes afectados por hipoteca o prenda 

que garanticen aquel crédito, o cuando la división disminuya su valor o 

su venalidad‖ 

 

Conforme se infiere del texto literal contentivo de la norma precitada, desde la 

presentación de la demanda la parte ejecutante podrá solicitar el embargo y 
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secuestro de bienes del ejecutado. Igualmente, es dable colegir que el juez, al 

decretar los embargos y secuestros, podrá limitarlos a lo necesario; y que el 

valor de los bienes no podrá exceder del doble del crédito cobrado, sus 

intereses y las costas prudencialmente calculadas, salvo que se trate de un 

solo bien o de bienes afectados por hipoteca o prenda que garanticen aquel 

crédito, o cuando la división disminuya su valor o su venalidad.  

 

En este mismo orden de ideas, resulta pertinente traer a colación lo dispuesto 

en el artículo 594 del Código General del Proceso aplicable a la contención por 

expresa remisión del artículo 306 de la ley 1437 de 2011, el cual consagra: 

 

“ARTÍCULO 594. BIENES INEMBARGABLES. Además de los bienes 

inembargables señalados en la Constitución Política o en leyes 

especiales, no se podrán embargar: 

1. Los bienes, las rentas y recursos incorporados en el presupuesto 

general de la Nación o de las entidades territoriales, las cuentas del 

sistema general de participación, regalías y recursos de la seguridad 

social. 

2. Los depósitos de ahorro constituidos en los establecimientos de 

crédito, en el monto señalado por la autoridad competente, salvo para 

el pago de créditos alimentarios. 

3. Los bienes de uso público y los destinados a un servicio público 

cuando este se preste directamente por una entidad descentralizada 

de cualquier orden, o por medio de concesionario de estas; pero es 

embargable hasta la tercera parte de los ingresos brutos del 

respectivo servicio, sin que el total de embargos que se decreten 

exceda de dicho porcentaje. 

Cuando el servicio público lo presten particulares, podrán embargarse 

los bienes destinados a él, así como los ingresos brutos que se 

produzca y el secuestro se practicará como el de empresas 

industriales. 

4. Los recursos municipales originados en transferencias de la Nación, 

salvo para el cobro de obligaciones derivadas de los contratos 

celebrados en desarrollo de las mismas. 

5. Las sumas que para la construcción de obras públicas se hayan 

anticipado o deben anticiparse por las entidades de derecho público a 

los contratistas de ellas, mientras no hubiere concluido su 

construcción, excepto cuando se trate de obligaciones en favor de los 

trabajadores de dichas obras, por salarios, prestaciones sociales e 

indemnizaciones. 

6. Los salarios y las prestaciones sociales en la proporción prevista en 

las leyes respectivas. La inembargabilidad no se extiende a los 

salarios y prestaciones legalmente enajenados. 
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7. Las condecoraciones y pergaminos recibidos por actos meritorios. 

8. Los uniformes y equipos de los militares. 

9. Los terrenos o lugares utilizados como cementerios o 

enterramientos. 

10. <Aparte subrayado CONDICIONALMENTE exequible> Los bienes 

destinados al culto religioso de cualquier confesión o iglesia que haya 

suscrito concordato o tratado de derecho internacional o convenio de 

derecho público interno con el Estado colombiano. 

11. El televisor, el radio, el computador personal o el equipo que haga 

sus veces, y los elementos indispensables para la comunicación 

personal, los utensilios de cocina, la nevera y los demás muebles 

necesarios para la subsistencia del afectado y de su familia, o para el 

trabajo individual, salvo que se trate del cobro del crédito otorgado 

para la adquisición del respectivo bien. Se exceptúan los bienes 

suntuarios de alto valor. 

12. El combustible y los artículos alimenticios para el sostenimiento de 

la persona contra quien se decretó el secuestro y de su familia 

durante un (1) mes, a criterio del juez. 

13. Los derechos personalísimos e intransferibles. 

14. Los derechos de uso y habitación. 

15. Las mercancías incorporadas en un título-valor que las represente, 

a menos que la medida comprenda la aprehensión del título. 

16. Las dos terceras partes de las rentas brutas de las entidades 

territoriales. 

PARÁGRAFO. Los funcionarios judiciales o administrativos se 

abstendrán de decretar órdenes de embargo sobre recursos 

inembargables. En el evento en que por ley fuere procedente decretar 

la medida no obstante su carácter de inembargable, deberán invocar 

en la orden de embargo el fundamento legal para su procedencia. 

Recibida una orden de embargo que afecte recursos de naturaleza 

inembargable, en la cual no se indicare el fundamento legal para la 

procedencia de la excepción, el destinatario de la orden de embargo, 

se podrá abstener de cumplir la orden judicial o administrativa, dada 

la naturaleza de inembargable de los recursos. En tal evento, la 

entidad destinataria de la medida, deberá informar al día hábil 

siguiente a la autoridad que decretó la medida, sobre el hecho del no 

acatamiento de la medida por cuanto dichos recursos ostentan la 

calidad de inembargables. La autoridad que decretó la medida deberá 

pronunciarse dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a la fecha 

de envío de la comunicación, acerca de si procede alguna excepción 

legal a la regla de inembargabilidad. Si pasados tres (3) días hábiles 

el destinatario no se recibe oficio alguno, se entenderá revocada la 

medida cautelar. 
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En el evento de que la autoridad judicial o administrativa insista en la 

medida de embargo, la entidad destinataria cumplirá la orden, pero 

congelando los recursos en una cuenta especial que devengue 

intereses en las mismas condiciones de la cuenta o producto de la 

cual se produce el débito por cuenta del embargo. En todo caso, las 

sumas retenidas solamente se pondrán a disposición del juzgado, 

cuando cobre ejecutoria la sentencia o la providencia que le ponga fin 

al proceso que así lo ordene‖ 

 

Ahora bien, sobre el tópico de la inembargabilidad, el Consejo de Estado 

mediante el auto del 8 de mayo de 2014, la Sección Cuarta del Consejo de 

Estado, con ponencia del doctor JORGE OCTAVIO RAMIREZ RAMIREZ, en el 

radicado número: 11001-03-27-000-2012-00044-00(19717), destacó lo 

siguiente: 

 

―PRINCIPIO DE INEMBARGABILIDAD DE RECURSOS PUBLICOS - Alcance 

y excepciones. No es absoluto y encuentra excepciones respecto del 

presupuesto de las entidades y órganos estatales / RECURSOS DEL 

SISTEMA GENERAL DE PARTICIPACIONES - Son inembargables con 

excepción de las obligaciones de naturaleza laboral. 

La Corte ha sostenido que este principio tiene sustento constitucional 

(art. 63) en la protección de los recursos y bienes del Estado y la 

facultad de administración y manejo que a éste compete, que permite 

asegurar la consecución de los fines de interés general que conlleva la 

necesidad se hacer efectivos materialmente los derechos fundamentales 

y, en general, el cumplimiento de los diferentes cometidos estatales. No 

obstante, este principio no puede ser considerado absoluto, pues la 

aplicación del mismo debe entenderse de acuerdo a los parámetros 

fijados por la jurisprudencia constitucional. Es por esto que la Corte en 

reiteradas oportunidades ha sostenido que el citado principio respecto 

del presupuesto de las entidades y órganos del Estado encuentra 

algunas excepciones cuando se trate de: i) la satisfacción de créditos u 

obligaciones de origen laborales, necesaria para realizar el principio de 

dignidad humana y efectivizar el derecho al trabajo en condiciones 

dignas y justas; ii) sentencias judiciales para garantizar la seguridad 

jurídica y el respeto de los derechos reconocidas en dichas decisiones; y 

iii) títulos que provengan del Estado que reconozcan una obligación 

clara, expresa y actualmente exigible. Tanto valor tiene el crédito que se 

reconoce en una sentencia como el que crea el propio Estado a través 

de los modos o formas de actuación administrativa que regula la ley. 

Tratándose de los recursos del Sistema General de Participaciones, la 

Corte Constitucional ha dicho que el artículo 21 del Decreto 28 de 2008, 

teniendo en cuenta la regulación vigente a partir del Acto Legislativo No. 

4 de 2007, se ajusta a la Constitución, en la medida en que se consagra 

la inembargabilidad de los recursos del SGP a la vez que autoriza el 

embargo de otros recursos del presupuesto de las entidades 

territoriales, de modo que garantiza la destinación social constitucional 

del SGP sin desconocer los demás principios y valores reconocidos en la 

Carta Política, particularmente en cuanto a la efectividad de las 
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obligaciones de orden laboral. Por lo anterior, se declaró la exequibilidad 

de esta norma, en el entendido que el pago de las obligaciones laborales 

reconocidas mediante sentencia debe efectuarse en el plazo máximo de 

dieciocho (18) meses, contados a partir de la ejecutoria de la misma, y 

de que si los recursos correspondientes a los ingresos corrientes de libre 

destinación de la respectiva entidad territorial no son suficientes para el 

pago de las citadas obligaciones, deberá acudirse a los recursos de 

destinación específica. Interpretación que es compatible con la 

Constitución Política en tanto asegura la efectividad de los derechos y 

ofrece certeza sobre el pago de acreencias laborales […] En síntesis, la 

regla general es la inembargabilidad de las rentas y recursos del Estado, 

salvo que se trate de créditos laborales, el pago de sentencias y demás 

obligaciones claras, expresas y actualmente exigibles a cargo del 

Estado, para lo cual debe acudirse al procedimiento señalado en el 

Estatuto Orgánico del Presupuesto y en los artículos 176 y 177 del 

Código Contencioso Administrativo o en los artículos 192, 194, 195 y 

297 a 299 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, según sea el caso. Ahora bien, tratándose 

de recursos provenientes del SGP, éstos también son inembargables con 

la única excepción respecto de las obligaciones de naturaleza laboral.‖ 

 

Lo anterior, fue reiterado por el Consejo de Estado en auto 2010- 

00102/57740 fechado 10 de mayo del año 2018, proferido dentro del proceso 

de radicación No. 20001-23-39-000-2010-00102-01 (57740), con ponencia de 

la Consejera Stella Conto Díaz Del Castillo, en los siguientes términos: 

 

―(…) Al respecto, es de notar que el artículo 63 de la Constitución 

Política consagra el principio de inembargabilidad de los recursos 

públicos y encarga en manos del legislador determinar, además de los 

ya señalados, los demás bienes amparados bajo tal calificación, así se 

pretende garantizar la adecuada provisión, administración y manejo del 

patrimonio destinado a la protección de los derechos fundamentales y el 

cumplimiento de los fines estatales en ella contenida —artículo 2º 

ibídem—. No obstante, la Corte Constitucional en pacífica jurisprudencia, 

estableció que no se trata de un principio de carácter absoluto y que por 

el contrario, debe ser armonizado a la luz de los demás valores, 

principios y derechos reconocidos en la Carta, así como la efectividad de 

los mismos, a saber, la dignidad humana, la seguridad jurídica, el 

derecho a la propiedad y el acceso a la administración de justicia; de ahí 

las excepciones a la regla general. 

 

La primera de ellas establecida en Sentencia C-546 de 1992, que 

resolvió sobre la constitucionalidad de los artículos 8º y 16 de la Ley 38 

de 1989 —estatuto orgánico de presupuesto—, en el entendido que solo 

en los eventos ―en los cuales la efectividad del pago de las obligaciones 

dinerarias a cargo del Estado surgidas de las obligaciones laborales, solo 

se logre mediante el embargo de bienes y rentas incorporados al 

presupuesto de la nación, este será embargable en los términos del 

artículo 177 del Código Contencioso Administrativo‖, ya sea que estén 

contenidas en condenas judiciales o actos administrativos, pues en un 

Estado social de derecho prevalece el respeto por la dignidad humana, el 
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derecho al trabajo en condiciones dignas y justas, en las que se incluye, 

por demás, el pago por la labor desempeñada. 

 

La segunda, se dio en virtud de la declaratoria de inexequibilidad parcial 

del artículo 513 del Código de Procedimiento Civil, en Sentencia C 103 

de 1994(7), en la que, además de reiterar que el embargo procede en 

tratándose de créditos de carácter laboral, agrega que la excepción 

también aplica cuando se está ante ―un acto administrativo definitivo 

que preste mérito ejecutivo, esto es, que reconozca una obligación 

expresa, clara y exigible, obligación que surja exclusivamente del mismo 

acto, será procedente la ejecución después de los diez y ocho (18) 

meses, con sujeción a las normas procesales correspondientes. 

 

Finalmente, la última exceptiva a la regla, se estableció en Sentencia C 

354 de 1997, al declarar la constitucionalidad del artículo 19 del Decreto 

111 de 1996, que incorporó materialmente el artículo 6º de la Ley 179 

de 1994, ―bajo el entendido de que los créditos a cargo del Estado, bien 

sean que consten en sentencias o en, otros títulos legalmente válidos, 

deben ser pagados mediante el procedimiento que indica la norma 

acusada y que transcurridos 18 meses después de que ellos sean 

exigibles, es posible adelantar ejecución, con embargo de recursos del 

presupuesto —en primer lugar los destinados al pago de sentencias o 

conciliaciones, cuando se trate de esta clase de títulos— y sobre los 

bienes de las entidades u órganos respectivos‖. Esto, en garantía y 

respeto por los derechos reconocidos mediante decisión judicial o 

administrativa y la seguridad jurídica que estas otorgan. 

 

En providencia del 14 de marzo de 2019 la Sección Tercera del Consejo de 

Estado1 al abordar el estudio del principio de inembargabilidad de los recursos 

del Sistema de Seguridad Social en Salud como los del Sistema General de 

Participaciones, demarcó:  

 

―(…) En ejercicio de dicha potestad, el legislador ha establecido en 

distintos cuerpos normativos la inembargabilidad de los recursos 

contenidos en el Presupuesto General de la Nación o los que son girados 

a la entidades territoriales para inversión social mediante el Sistema 

General de Participaciones. 

 

Estas disposiciones normativas e incluso algunas de igual contenido 

proferidas previo a la expedición de la Constitución de 1991- han sido 

objeto de control abstracto de constitucionalidad por parte de la Corte 

Constitucional, Corporación que ha establecido que, aunque la regla 

general sea la inembargabilidad de dichos recursos, hay eventos 

excepcionales en que se debe permitir su embargo. 

(…) 

                                                           
1 Radicado con el número 20001-23-31-004-2009-00065-01 (59802), CP MARÍA ADRIANA 
MARÍN 
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Estos pronunciamientos fueron abordados de manera sistemática en la 

sentencia C-1154 de 2008, en la que, con ocasión de una demanda de 

inconstitucionalidad presentada contra el artículo 21 parcial del Decreto 

28 de 2008, ―por medio del cual se define la estrategia de monitoreo, 

seguimiento y control integral al gasto que se realice con recursos del 

Sistema General de Participaciones‖, se construyó la línea 

jurisprudencial de la embargabilidad de los recursos públicos y se 

estableció que, pese a que la regla general sea su carácter 

inembargable, hay situaciones en las que resulta plausible permitir el 

embargo. 

 

Además precisó que dentro de estas excepciones se encuentran aquellos 

recursos que tienen destinación específica para inversión social -como 

los del SGP-, cuando excepcionalmente no haya otras cuentas o 

recursos que resulten suficientes para garantizar el pago de las 

acreencias, en aras de garantizar el respeto de otros valores 

constitucionales como ―el reconocimiento de la dignidad humana, el 

principio de efectividad de los derechos, el principio de seguridad 

jurídica, el derecho a la propiedad, el acceso a la justicia y la necesidad 

de asegurar la vigencia de un orden justo, entre otros‖2 

 

En ese mismo pronunciamiento, la Corte precisó que la excepción a la 

inembargabilidad de los recursos públicos es una respuesta a ―la 

necesidad de armonizar esa cláusula [la de inembargabilidad] con los 

demás principios y derechos reconocidos en la Constitución, [por lo que] 

la jurisprudencia ha fijado algunas reglas de excepción, pues no puede 

perderse de vista que el postulado de la prevalencia del interés general 

también comprende el deber de proteger y asegurar la efectividad de los 

derechos fundamentales de cada persona individualmente considerada‖. 

 

Así las cosas, resalta el Despacho que la excepción a la inembargabilidad 

de los recursos públicos se presenta cuando lo que se reclama tiene que 

ver con i) la necesidad de satisfacer créditos u obligaciones de origen 

laboral con miras a efectivizar el derecho al trabajo en condiciones 

dignas y justas, ii) el pago de sentencias judiciales para garantizar la 

seguridad jurídica y el respeto de los derechos reconocidos en dichas 

providencias y iii) la ejecución de una obligación clara, expresa y 

exigible contenida en un título emanado del Estado3 . 

 

En este punto, debe precisarse que estas excepciones mantienen 

vigente ―la regla general de la inembargabilidad de recursos del 

Presupuesto General de la Nación. Además, en el caso de la ejecución 

de sentencias y títulos ejecutivos emanados de la administración, la 

posibilidad de embargo exige que se haya agotado, sin éxito, el plazo 

previsto en el Código Contencioso Administrativo para el cumplimiento 

de las obligaciones del Estado‖. (…) 

 

                                                           
2 Corte Constitucional, sentencia C-1154 de 2008, M.P. Clara Inés Vargas Silva. 
3 Postura asumida inicialmente en sentencias C-103 de 1994 y C-354 de 1997, con reiteración 
en las sentencias C-402 de 1997, T-531 de 1999, C-793 de 2002 y C-566 de 2003. 
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El Despacho resalta que, por tratarse de disposiciones con un contenido 

normativo semejante al que ya fue analizado por la Corte Constitucional 

en las providencias que consolidaron el precedente que establece 

excepciones a la inembargabilidad de los recursos públicos, dicho criterio 

jurisprudencial se mantiene incólume y condiciona la interpretación 

constitucional adecuada de los nuevos preceptos legales, en el sentido 

de reconocer la regla general de inembargabilidad de los recursos 

públicos, pero aceptando que hay tres excepciones relativas a la 

ejecución de créditos de carácter laboral, o de obligaciones contenidas 

en sentencias o títulos ejecutivos emanados del Estado, las cuales 

permiten el embargo excepcional de dichos recursos, siempre que la 

obligación ejecutada se encuadre en alguna de ellas y que, en el caso de 

embargo de recursos que tienen destinación específica, se haya 

constatado que con el embargo de otros recursos de la entidad deudora 

no se logre cubrir la totalidad de la acreencia‖ 

 

De otro lado, si bien el Código General del Proceso en su artículo 594 ha 

reiterado la imposibilidad de embargar los recursos incorporados al 

Presupuesto General de la Nación y a las cuentas del Sistema General de 

Participación, lo cierto es que de conformidad a dispuesto por la Corte 

Constitucional en sentencia C-543 de 20134 , dicha prohibición debe ser 

valorada atendiendo a las excepciones que al respecto se han impuesto por el 

Tribunal Constitucional, esto es, que a fin de dar aplicación correcta a la 

mentada pauta legal, no puede soslayarse la posibilidad de ordenar la 

imposición de una medida de embargo sobre dichos recursos cuando se 

pretenda el pago de acreencias de contenido laboral o contenidas en decisiones 

judiciales y las originadas en títulos emanados del Estado, siempre y cuando 

por parte de la entidad estatal deudora no se hubiesen atendido los plazos que 

la ley dispone para su cancelación. 

 

Sobre embargo de recursos del sector salud, preciso es traer a colación lo 

expuesto por la CORTE SUPREMA DE JUSTICIAL, que en su Sala de Casación 

Penal, al tratar el tema, señaló: 

 

“El “principio de inembargabilidad” de los recursos del sistema 

general de participaciones y sus excepciones. 

1. En garantía de los derechos adquiridos -de acuerdo con las leyes 

civiles- (artículo 58 de la Constitución Política), por regla general, toda 

obligación personal da al acreedor el derecho de perseguir su ejecución 

sobre todos los bienes raíces o muebles del deudor, sean presentes o 

futuros (artículo 2488 del Código Civil). 

2. No obstante el Ordenamiento contiene algunas excepciones tanto de 

raigambre constitucional como legal en virtud de lo indicado en el 

artículo 63 de la Carta Política, el cual señala:  

                                                           
4 (…) encuentra la Corte que no es una hipótesis que pueda derivarse de los apartes normativos 
acusados, sumado a que el demandante no explica por qué a pesar de que esta Corporación ha 
desarrollado una línea jurisprudencial reiterada sobre el principio de inembargabilidad y la 

necesidad de armonizar este principio con los derechos, principios y valores constitucionales a 
través de las excepciones al mismo, con el fin, precisamente, de garantizar la efectividad de los 
derechos de los acreedores de la Nación y de las entidades públicas (…) 
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Los bienes de uso público, los parques naturales, las tierras comunales 

de grupos étnicos, las tierras de resguardo, el patrimonio arqueológico 

de la Nación y los demás bienes que determine la ley, son 

inalienables, imprescriptibles e inembargables. –Resaltado fuera de 

texto-. 

Las excepciones de origen legal a la prenda general de garantía que 

constituye los bienes del deudor como respaldo de sus obligaciones, son 

por ejemplo las establecidas en los artículos 1677 del Código Civil, 684 

del Código de Procedimiento Civil, así como las contenidas en los 

artículos 19 del Decreto Extraordinario 111 de 1996, 18 y 91 de la Ley 

715 de 2001, y 21 del Decreto 28 de 2008. 

De estos últimos se deriva el denominado principio de inembargabilidad 

de los recursos del sistema general de participaciones con destinación 

específica (educación, salud, agua potable y saneamiento básico). 

Expresamente señala la normativa citada:    

Decreto 111 de 1996.  

Artículo 19. Reglamentado por el Decreto Nacional 1101 de 2007. Son 

inembargables las rentas incorporadas en el presupuesto general de la 

Nación, así como los bienes y derechos de los órganos que lo 

conforman. –Subrayado fuera de texto- 

No obstante la anterior inembargabilidad, los funcionarios competentes 

deberán adoptar las medidas conducentes al pago de las sentencias en 

contra de los órganos respectivos, dentro de los plazos establecidos para 

ello, y respetarán en su integridad los derechos reconocidos a terceros 

en estas sentencias. 

Se incluyen en esta prohibición las cesiones y participaciones de que 

trata el capítulo 4º del título XII de la Constitución Política. 

(…) 

 

Ley 715 de 2001. 

Artículo 18. Administración de los recursos. Los departamentos, los 

distritos y los municipios certificados administrarán los recursos del 

Sistema General de Participaciones en cuentas especiales e 

independientes de los demás ingresos de las entidades territoriales. 

Estos dineros no harán unidad de caja con las demás rentas y recursos 

de la entidad territorial. Estos recursos, del sector educativo, no podrán 

ser objeto de embargo, pignoración, titularización o cualquier otra clase 

de disposición financiera. 

Artículo 91. Prohibición de la unidad de caja. Los recursos del Sistema 

General de Participaciones no harán Unidad de caja con los demás 

recursos del presupuesto y su administración deberá realizarse en 

cuentas separadas de los recursos de la entidad y por sectores. 

Igualmente, por su destinación social constitucional, estos recursos no 

pueden ser sujetos de embargo, titularización u otra clase de disposición 

financiera. 

 

Decreto 28 de 2008. 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=23615#0
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Artículo 21. Inembargabilidad. Los recursos del Sistema General de 

Participaciones son inembargables. 

Para evitar situaciones derivadas de decisiones judiciales que afecten la 

continuidad, cobertura y calidad de los servicios financiados con cargo a 

estos recursos, las medidas cautelares que adopten las autoridades 

judiciales relacionadas con obligaciones laborales, se harán efectivas 

sobre ingresos corrientes de libre destinación de la respectiva entidad 

territorial. Para cumplir con la decisión judicial, la entidad territorial 

presupuestará el monto del recurso a comprometer y cancelará el 

respectivo crédito judicial en el transcurso de la vigencia o vigencias 

fiscales subsiguientes. 

―(…)‖. 

3. Si bien el Legislador con base en el artículo 63 constitucional, como 

viene de verse, está facultado para expedir por razones de interés 

general, las normas de inembargabilidad del patrimonio que constituye 

el Presupuesto General de la Nación, por ejemplo: para garantizar la 

efectividad de la inversión socia de los recursos que conforman el 

sistema general de participaciones; este ―principio‖ no es absoluto, pues 

de advertirse desproporcionado en relación con otros fines superiores o 

contrario al propósito que pretende satisfacer la protección de los 

bienes, resulta inconstitucional la prohibición. 

Ciertamente así lo consideró la Corte Constitucional en sentencias C-793 

de 2002, C-563 de 2003 y C-1154 de 2008. 

Mediante la primera de las providencias mencionadas fue declarado 

exequible el aparte demandado del artículo 185 de la Ley 715 de 2001, 

en el entendido de que los créditos a cargo de las entidades territoriales 

por actividades propias del sector educación, bien sea que consten en 

sentencias o en otros títulos legalmente válidos, deben ser pagados 

mediante el procedimiento que señale la ley y que transcurrido el 

término para que ellos sean exigibles, es posible adelantar su ejecución 

con embargo de recursos del presupuesto, en primer lugar los 

destinados al pago de sentencias o conciliaciones, cuando se trate de 

esta clase de títulos, y, si ellos no fueren suficientes, sobre los recursos 

de la participación para educación del sistema general de 

participaciones.  

En la segunda sentencia –la C-563 de 2003-, fue declarada exequible la  

expresión ―estos recursos no pueden ser sujetos de embargo‖, 

contenida en el primer inciso del artículo 916 de  Ley 715 de 2001,  

condicionado a que los créditos a cargo de las entidades territoriales por 

actividades propias de cada uno de los sectores a los que se destinan los 

                                                           
5 Artículo 18. Administración de los recursos. Los departamentos, los distritos y los municipios 

certificados administrarán los recursos del Sistema General de Participaciones en cuentas 

especiales e independientes de los demás ingresos de las entidades territoriales. Estos dineros 

no harán unidad de caja con las demás rentas y recursos de la entidad territorial. Estos 

recursos, del sector educativo, no podrán ser objeto de embargo, pignoración, titularización o 

cualquier otra clase de disposición financiera. (Parte subrayada condicionalmente exequible). 

6 Artículo 91. Prohibición de la Unidad de caja. Los recursos del Sistema General de 

Participaciones no harán Unidad de caja con los demás recursos del presupuesto y su 

administración deberá realizarse en cuentas separadas de los recursos de la entidad y por 

sectores. Igualmente, por su destinación social constitucional, estos recursos no pueden ser 

sujetos de embargo, titularización u otra clase de disposición financiera. . (Parte subrayada 

condicionalmente exequible). 
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recursos del sistema general de participaciones (educativo, salud y 

propósito general), bien sea que consten  en sentencias o en otros 

títulos legalmente válidos que contengan una obligación clara, expresa y 

actualmente exigible que emane del mismo título, deben ser pagados 

mediante el procedimiento que señale la ley y que transcurrido el 

término para que ellos sean exigibles, es posible adelantar la ejecución 

con embargo, en primer lugar, de los recursos del presupuesto 

destinados al pago de sentencias o conciliaciones, cuando se trate de 

esa clase de títulos, y, si ellos no fueren suficientes, de los recursos de 

la participación  respectiva, sin que puedan verse afectados con 

embargo los recursos de las demás participaciones. 

En la tercera decisión -C-1154 de 2008- la Corte Constitucional declaró 

exequible el artículo 21 del Decreto 28 de 2008, en el entendido de que 

el pago de las obligaciones laborales reconocidas mediante sentencia 

debe efectuarse en el plazo máximo de dieciocho (18) meses, contados 

a partir de la ejecutoria de la misma, y que si los recursos 

correspondientes a los ingresos corrientes de libre destinación de la 

respectiva entidad territorial no son suficientes para el pago de las 

citadas obligaciones, deberá acudirse a los recursos de destinación 

específica‖7 

 

La Corte Constitucional en sentencia C- 543 del 21 de agosto de 20138, 

hizo importantes y validas consideraciones al principio de inembargabilidad 

                                                           
7 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA SALA DE CASACIÓN PENAL.JOSÉ LEONIDAS BUSTOS 

MARTÍNEZ. Magistrado ponente.AP4267-2015. Radicación n° 44031(Aprobado Acta 

No.259).Bogotá D.C., veintinueve (29) de julio de dos mil quince (2015). 

8 En la sentencia C-1154 de 2008, se establecieron tres criterios de excepción a la regla general 

de inembargabilidad, de la siguiente forma: 

 

"(...) 4.3.- En este panorama, el Legislador ha adoptado como regla general la 

inembargabilidad de los recursos públicos consagrados en el Presupuesto General de la 

Nación. Pero ante la necesidad de armonizar esa cláusula con los demás principios y 

derechos reconocidos en la Constitución, la jurisprudencia ha fijado algunas reglas de 

excepción, pues no puede perderse de vista que el postulado de la prevalencia del 

interés general también comprende el deber de proteger y asegurar la efectividad de los 

derechos fundamentales de cada persona individualmente considerada. 

4.3.1.- La primera excepción tiene que ver con la necesidad de satisfacer créditos u 

obligaciones de origen laboral con miras a efectivizar el derecho al trabajo en 

condiciones dignas y justas. Al respecto, en la Sentencia C-546 de 1992, la Corte declaró 

la constitucionalidad condicionada del artículo 16 de la Ley 38 de 1989 (inembargabilidad 

de rentas y recursos del Presupuesto General de la Nación), en el entendido de que 'en 

aquellos casos en los cuales la efectividad del pago de las obligaciones dinerarias a cargo 

del Estado surgidas de las obligaciones laborales, solo se logre mediante el embargo de 

bienes y rentas incorporados al presupuesto de la nación, este será embargable en los 

términos del artículo 177 del Código Contencioso Administrativo'. 

(...) 4.3.2.- La segunda regla de excepción tiene que ver con el pago de sentencias 

judiciales para garantizar la seguridad jurídica y el respeto de los derechos reconocidos 

en dichas providencias. Así fue declarado desde la Sentencia C-354 de 1997, donde la 

Corte declaró la constitucionalidad condicionada del artículo 19 del Decreto 111 de 1996 

(inembargabilidad del Presupuesto General de la Nación), 'bajo el entendido de que los 

créditos a cargo del Estado, bien sean que consten en sentencias o en otros títulos 

legalmente válidos, deben ser pagados mediante el procedimiento que indica la norma 

acusada y que transcurridos 18 meses después de que ellos sean exigibles, es posible 

adelantar ejecución, con embargo de recursos del presupuesto -en primer lugar los 
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de los bienes y recursos públicos y los ajustó a los principios 

constitucionales, estableciendo lo siguiente: 

 

―Sin embargo, contempló excepciones a la regla general para armonizar el 

principio de inembargabilidad de recursos público con otros principios, 

valores y derechos constitucionales, entre los que se encuentran, la 

dignidad humana, la vigencia de un orden justo y el derecho al trabajo. 

Éstas son: 

 

(I) Satisfacción de crédito u obligaciones de origen laboral con el 

fin de  hacer efectivo el derecho al trabajo en condiciones 

dignas y justas 

(II) Pago de sentencias judiciales para garantizar la seguridad 

jurídica y la realización de los derechos en ellas contenidos 

(III) Títulos emanados del Estado que reconocen una obligación 

clara expresa y exigible 

(IV) Las anteriores son aplicables respecto de los recursos de SGP, 

siempre y cuando las obligaciones reclamadas tuvieran como 

fuente alguna de las actividades de las cuales estaba 

destinados dichos recursos (educación, salud, agua potable y 

saneamiento básico)‖ 

 

Por su parte, el Consejo de Estado ha señalado que el principio de 

inembargabilidad no es absoluto, así: 

 

―E]l legislador ha establecido en distintos cuerpos normativos la 

inembargabilidad de los recursos contenidos en el Presupuesto 

General de la Nación o los que son girados a las entidades 

territoriales para inversión social mediante el Sistema General de 

Participaciones. Estas disposiciones normativas -e incluso algunas de 

igual contenido proferidas previo a la expedición de la Constitución de 

1991- han sido objeto de control abstracto de constitucionalidad por 

parte de la Corte Constitucional, Corporación que ha establecido que, 

aunque la regla general sea la inembargabilidad de dichos recursos, 

hay eventos excepcionales en que se debe permitir su embargo. (…) 

la excepción a la inembargabilidad de los recursos públicos se 

presenta cuando lo que se reclama tiene que ver con i) la necesidad 

de satisfacer créditos u obligaciones de origen laboral con miras a 

efectivizar el derecho al trabajo en condiciones dignas y justas , ii) el 

pago de sentencias judiciales para garantizar la seguridad jurídica y 

el respeto de los derechos reconocidos en dichas providencias  y iii) la 

                                                                                                                                                                                 
destinados al pago de sentencias o conciliaciones, cuando se trate de esta clase de 

títulos- y sobre los bienes de las entidades u órganos respectivos'. (...) 

4.3.3.- Finalmente, la tercera excepción a la cláusula de inembargabilidad del 

Presupuesto General de la Nación, se origina en los títulos emanados del Estado que 

reconocen una obligación clara, expresa y exigible. En la Sentencia C-103 de 1994 la 

Corte declaró la constitucionalidad condicionada de varias normas del Código de 

Procedimiento Civil relativas a la ejecución contra entidades de derecho público y la 

inembargabilidad de Presupuesto General de la Nación. (...)" 
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ejecución de una obligación clara, expresa y exigible contenida en un 

título emanado del Estado.‖9 

 

En providencia del 6 de noviembre de 2019, sobre excepciones al principio 

de inembargabilidad, la Sección Tercera del Consejo de Estado, reitera su 

criterio en los siguientes términos10: 

 

―A partir de los pronunciamientos jurisprudenciales a que se ha hecho 

referencia, se extrae que son excepciones al principio de 

inembargabilidad de los recursos públicos, los créditos u obligaciones: i) 

de origen laboral, con miras a efectivizar el derecho al trabajo en 

condiciones dignas y justas; ii) aquellos contenidos en sentencias 

judiciales, para garantizar la seguridad jurídica y el respeto de los 

derechos reconocidos en dichas providencias; iii) los que provienen de 

títulos emanados del Estado que contengan obligaciones claras, 

expresas y exigibles; y iv) los recursos de destinación específica como 

los provenientes del Sistema General de Participaciones, siempre y 

cuando las obligaciones reclamadas tengan como fuente alguna de las 

actividades a las cuales estaban destinados dichos recursos (educación, 

salud, agua potable y saneamiento básico). 

 

Al margen del análisis efectuado, en criterio de la parte ejecutada, con 

la expedición de la Ley 1437 de 2011 –CPACA- y 1564 de 2012 –CGP- 

se introdujo en el ordenamiento jurídico una nueva postura sobre el 

carácter inembargable de los recursos públicos. Las normativas en 

comento dispusieron lo siguiente: 

 

CPACA. Artículo 195. Trámite para el pago de condenas o conciliaciones. 

El trámite de pago de condenas y conciliaciones se sujetará a las 

siguientes reglas: 

 

(…) 

 

Parágrafo 2o. El monto asignado para sentencias y conciliaciones no se 

puede trasladar a otros rubros, y en todo caso serán inembargables, así 

como los recursos del Fondo de Contingencias. La orden de embargo de 

estos recursos será falta disciplinaria. 

 

                                                           
9 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN TERCERA 

SUBSECCIÓN A Consejera ponente: MARÍA ADRIANA MARÍN. Bogotá, D.C., catorce (14) de 

marzo de dos mil diecinueve (2019). Radicación número: 20001-23-31-004-2009-00065-01 

(59802). Actor: YENI LUCÍA PALOMINO MOLINA. Demandando: NACIÓN – FISCALÍA GENERAL 

DE LA NACIÓN.  

10 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN TERCERA 
SUBSECCIÓN A Consejera ponente: MARÍA ADRIANA MARÍN. Bogotá, D.C., seis (6) de 

noviembre de dos mil diecinueve (2019). Radicación número: 20001-23-31-000-2004-01917-02 
(62544). Actor:  EDNA MARGARITA CARRILLO QUIROZ Y OTROS. Demandado: NACIÓN- 
FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 
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CGP. Artículo 594. Bienes inembargables. Además de los bienes 

inembargables señalados en la Constitución Política o en leyes 

especiales, no se podrán embargar: 

 

1. Los bienes, las rentas y recursos incorporados en el Presupuesto 

General de la Nación o de las entidades territoriales, las cuentas del 

sistema general de participación, regalías y recursos de la seguridad 

social. 

(…) 

4. Los recursos municipales originados en transferencias de la Nación, 

salvo para el cobro de obligaciones derivadas de los contratos 

celebrados en desarrollo de las mismas. 

(…). 

Al analizar las normas transcritas, la Sala advierte que su contenido se 

asemeja a las disposiciones que ya hacían parte del ordenamiento 

jurídico colombiano. En efecto, la inembargabilidad de los rentas 

provenientes del Presupuesto General de la Nación, del Sistema General 

de Participaciones y de los recursos asignados a los entes territoriales, 

aparece consagrada en los artículos 16 de la Ley 38 de 1989, 1° del 

Decreto 2282 de 1989, 19 del Decreto 111 de 1996, 18 de la Ley 715 de 

2001, 21 del Decreto 28 de 2008 y 25 de la Ley 1751 de 2015, normas 

que fueron declaradas condicionalmente exequibles por la Corte 

Constitucional en los términos expuestos en las sentencias a que se hizo 

referencia en esta providencia, es decir, bajo el entendido de que 

existen ciertas excepciones al principio de inembargabilidad de los 

recursos públicos.    

 

Cabe señalar que mediante sentencia C-543 de 2013, si bien la Corte 

Constitucional se declaró inhibida para pronunciarse de fondo sobre la 

constitucionalidad del artículo 594 del CGP, sí se refirió brevemente a la 

aplicación del principio de inembargabilidad, para lo cual hizo alusión a 

la posición vigente sobre la materia, en los siguientes términos:  

 

Por su parte, la Corte Constitucional, al fijar el contenido y alcance del 

artículo 63 sobre el tema en discusión, ha sostenido que el principio de 

inembargabilidad es una garantía que se hace necesario preservar y 

defender, con el fin de proteger los recursos financieros del Estado, en 

particular, los destinados a cubrir las necesidades esenciales de la 

población. Esto, por cuanto si se permitiera el embargo de todos los 

recursos y bienes públicos (i) el Estado se expondría a una parálisis 

financiera para realizar el cometido de sus fines esenciales, y (ii) se 

desconocería el principio de la prevalencia del interés general frente al 

particular, el artículo 1 y el preámbulo de la Carta Superior. 

  

Sin embargo,  contempló excepciones a la regla general para armonizar 

el principio de inembargabilidad de recursos públicos con otros 

principios, valores y derechos constitucionales, entre los que se 

encuentran, la dignidad humana, la vigencia de un orden justo y el 

derecho al trabajo. Éstas son: 
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(i) Satisfacción de créditos u obligaciones de origen laboral con el fin de 

hacer efectivo el derecho al trabajo en condiciones dignas y justas. 

(ii) Pago de sentencias judiciales para garantizar la seguridad jurídica y 

la realización de los derechos en ellas contenidos. 

(iii) Títulos emanados del Estado que reconocen una obligación clara, 

expresa y exigible. 

(iv) Las anteriores excepciones son aplicables respecto de los 

recursos del SGP, siempre y cuando las obligaciones reclamadas 

tuvieran como fuente alguna de las actividades a las cuales 

estaban destinados dichos recursos (educación, salud, agua 

potable y saneamiento básicos). 

Esta posición ha sido reiterada por la Corporación, sin que haya 

declarado la inexequibilidad de las normas referentes a la 

inembargabilidad de bienes y recursos públicos, como lo pretende el 

actor. 

En ese entendido, como las disposiciones del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y del Código General 

del Proceso a las que alude la impugnante presentan un contenido 

normativo similar al que ya fue analizado por la Corte Constitucional en 

las providencias que consolidaron el precedente que establece 

excepciones a la inembargabilidad de los recursos públicos, la Sala 

considera que dicho criterio jurisprudencial se mantiene incólume y 

resulta vinculante, incluso, en vigencia de estas últimas normativas11. 

(Negrilla fuera del texto). 

 

En sentencia de tutela del 22 de agosto de 2019, la Sección Segunda del 

Consejo de Estado, expresó12: 

 

―El artículo 63 de la Constitución Política dispone que los bienes de uso 

público y los demás que determine la ley son inalienables, 

imprescriptibles e inembargables. El anterior mandato tiene como 

finalidad garantizar el adecuado funcionamiento y distribución de los 

recursos de la Nación con los cuales, a su vez, se busca salvaguardar el 

interés general y el bien común; así como cumplir con las funciones 

asignadas a cada una de las autoridades.  

Sin embargo, la Corte Constitucional ha sostenido reiteradamente que el 

principio de inembargabilidad no es absoluto, pues está sometido a 

varias excepciones, de conformidad con los valores y derechos 

constitucionales, estos son: a) pago de créditos u obligaciones de origen 

laboral, b) pago de sentencias judiciales para garantizar la seguridad 

                                                           
11 En el mismo sentido, consultar: Consejo de Estado, Sección Cuarta, sentencias de 5 de julio 

de 2018, rad. 2018-01530-00(AC), M.P. Julio Roberto Piza Rodríguez y 8 de mayo de 2014, rad. 

19717, M.P. Jorge Octavio Ramírez,  y Sección Tercera, Subsección A, auto de 9 de abril de 

2019, rad. 2009-00065-01(60616). 

12 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA 

SUBSECCIÓN A Consejero ponente: WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ. Bogotá, D.C., veintidós (22) 

de agosto dos mil diecinueve (2019). Radicación número: 11001-03-15-000-2019-03694-

00(AC). Actor: COMPAÑÍA DE VIGILANCIA Y SEGURIDAD PRIVADA (VIVAC LTDA). Demandado: 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL MAGDALENA Y OTRO. 
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jurídica y la realización de los derechos en ellas contenidos y c) títulos 

emanados del Estado que reconocen una obligación clara, expresa y 

exigible.  

 

En esa línea de pensamiento, el mismo CONSEJO DE ESTADO, ha expresado: 

 

"La Corte ha sostenido que este principio tiene sustento 

constitucional (art. 63) en la protección de los recursos y bienes del 

Estado y la facultad de administración y manejo que a éste 

compete, que permite asegurar la consecución de los .fines de 

interés general que conlleva la necesidad se hacer efectivos 

materialmente los derechos fundamentales y, en general, el 

cumplimiento de los (gerentes cometidos estatales. No obstante, 

este principio no puede ser considerado absoluto, pues la aplicación 

del mismo debe entenderse de acuerdo a los parámetros .fijados 

por la jurisprudencia constitucional. Es por esto que la Corte en 

reiteradas oportunidades ha sostenido que el citado principio 

respecto del presupuesto de las entidades y órganos del Estado 

encuentra algunas excepciones cuando se trate de: i) la satisfacción 

de créditos u obligaciones de origen laborales, necesaria para 

realizar el principio de dignidad humana y efectivizar el derecho al 

trabajo en condiciones dignas y justas; ii) sentencias judiciales para 

garantizar la seguridad jurídica y el respeto de los derechos 

reconocidas en dichas decisiones; y iii) títulos que provengan del 

Estado que reconozcan una obligación clara, expresa y actualmente 

exigible. Tanto valor tiene el crédito que se reconoce en una 

sentencia como el que crea el propio Estado a través de los modos o 

formas de actuación administrativa que regula la ley. Tratándose de 

los recursos del Sistema General de Participaciones, la Corte 

Constitucional ha dicho que el artículo 21 del Decreto 28 de 2008, 

teniendo en cuenta la regulación vigente a partir del Acto Legislativo 

No. 4 de 2007, se ajusta a la Constitución, en la medida en que se 

consagra la inembargabilidad de los recursos del SGP a la vez que 

autoriza el embargo de otros recursos del presupuesto de las 

entidades territoriales, de modo que garantiza la destinación social 

constitucional del SGP sin desconocer los demás principios y valores 

reconocidos en la Carta Política, particularmente en cuanto a la 

efectividad de las obligaciones de orden laboral. Por lo anterior, se 

declaró la exequibilidad de esta norma., en el entendido que el pago 

de las obligaciones laborales reconocidas mediante sentencia debe 

efectuarse en el plazo máximo de dieciocho (18) meses, contados a 

partir de la ejecutoria de la misma, y de que si los recursos 

correspondientes a los ingresos corrientes de libre destinación de la 

respectiva entidad territorial no son suficientes para el pago de las 

citadas obligaciones, deberá acudirse a los recursos de destinación 

específica. Interpretación que es compatible con la Constitución 

Política en tanto asegura la efectividad de los derechos y ofrece 

certeza sobre el pago de acreencias laborales [...] En síntesis, la 

regla general es la inembargabilidad de las rentas y recursos del 

Estado, salvo que se trate de créditos laborales, el pago de 

sentencias y demás obligaciones claras, expresas y actualmente 

exigibles a cargo del Estado, para lo cual debe acudirse al 

procedimiento señalado en el Estatuto Orgánico del Presupuesto y 
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en los artículos 176 y 177 del Código Contencioso Administrativo o 

en los artículos 192, 194, 195 y 297 a 299 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 

según sea el caso. Ahora bien, tratándose de recursos provenientes 

del SGP, éstos también son inembargables con la única excepción 

respecto de las obligaciones de naturaleza laboral‖13. 

 

En sentencia del 17 de septiembre de 202014, la Sección Cuarta del Consejo de 

Estado, sobre medidas cautelares, inembargabilidad de los recursos públicos 

en procesos ejecutivos ante esta jurisdicción, precisó: 

―4.2. Para resolver el problema jurídico planteado, es importante 

recordar que el principio de inembargabilidad de los recursos públicos ha 

sido morigerado por jurisprudencia constitucional constante, consistente 

y pacífica.  

La Corte Constitucional ha se alado que la prevalencia del interés 

general, que sustenta el postulado de la inembargabilidad de recursos 

públicos,  también comprende el deber de proteger y asegurar la 

efectividad de los derechos fundamentales de cada persona 

individualmente considerada». Por tanto, ha sostenido que el principio 

de inembargabilidad no es absoluto,razón por la cual estableció las 

excepciones que operan en caso de que se pretenda imponer medida 

cautelar frente a los recursos del presupuesto general de la Nación y del 

Sistema General de Participaciones  

En lo que ata e a al presupuesto general de la Nación, el precedente 

constitucional está determinado por las sentencias C–546 de 1992 , C–

103 de 1994 , C–354 de 1997 , C–1154 de 2008 y C–543 de 2013 , de 

las que deriva que la aplicación del principio de inembargabilidad se 

exceptúa cuando la reclamación involucra: (i) la satisfacción de créditos 

u obligaciones de origen laboral; (ii) el pago de sentencias judiciales; y 

(iii) el pago de títulos emanados del Estado que reconocen una 

obligación clara, expresa y exigible.  

En lo que respecta a la inembargabilidad de las cuentas relacionadas con 

rubros del Sistema General de Participaciones, en las sentencias C–566 

de 2003 , C–1154 de 2008 y C–539 de 2010, se advirtió que se 

exceptúa la inembargabilidad de estos recursos únicamente en caso de 

créditos laborales judicialmente reconocidos.  

4.3. Comoquiera que el asunto que se estudia guarda relación con la 

ejecución para obtener el pago de la condena ordenada en una 

sentencia de responsabilidad extracontractual, conviene recordar que en 

                                                           
13 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Cuarta. C. P: Jorge Octavio 
Ramírez. Bogotá D.C., ocho (8) de mayo de dos mil catorce (2014). Radicación número: 11001-
03-27-000-2012-00044-00(19717). 
14

 CONSE O DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCI N CUARTA 

CONSE ERO PONENTE:  ULIO ROBERTO PI A RODR GUE  (E) Bogotá D.C., diecisiete (17) de 
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la sentencia C–1154 de 2008 la Corte Constitucional motivó la excepción 

de inembargabilidad para estos eventos, en los siguientes términos:  

―La Segunda regla de excepción tiene que ver con el pago de sentencias 

judiciales para garantizar la seguridad jurídica y el respeto de los 

derechos reconocidos en dichas providencias. Así fue declarado desde la 

Sentencia C-354 de 1997, donde la Corte declaró la constitucionalidad 

condicionada del artículo 19 del Decreto 111 de 1996 (inembargabilidad 

del Presupuesto general de la Nación), ―bajo el entendido de que los 

créditos a cargo del Estado, bien sean que consten en sentencias o en 

otros títulos legalmente válidos, deben ser pagados mediante el 

procedimiento que indica la norma acusada y que transcurridos 18 

meses después de que ellos sean exigibles, es posible adelantar 

ejecución, con embargo de recursos del presupuesto -en primer lugar 

los destinados al pago de sentencias o conciliaciones, cuando se trate de 

esta clase de títulos- y sobre los bienes de las entidades u órganos 

respectivos‖. El razonamiento que sirvió de base a la Corte fue el 

siguiente:  

 a) La Corte entiende la norma acusada, con el alcance de que si bien la 

regla general es la inembargabilidad, ella sufre excepciones cuando se 

trate de sentencias judiciales, con miras a garantizar la seguridad 

jurídica y el respeto de los derechos reconocidos a las personas en 

dichas sentencias.  

―Por contener la norma una remisión tácita a las disposiciones del 

Código Contencioso Administrativo, igualmente entiende la Corte que los 

funcionarios competentes deben adoptar las medidas que conduzcan al 

pago de dichas sentencias dentro de los plazos establecidos en las leyes, 

es decir, treinta días contados desde la comunicación de la sentencia 

(art. 176), siendo posible la ejecución diez y ocho meses después de la 

ejecutoria de la respectiva sentencia (art. 177)‖ 

En la misma providencia, sobre la vigencia del precedente anterior, el CONSEO 

DE ESTADO, indicó:  

―4.7. De otra parte, en lo que respecta al alegato de la pérdida de 

vigencia del precedente constitucional relativo a la inembargabilidad de 

los recursos del Estado y sus excepciones, derivada de la entrada en 

vigencia del Código General del Proceso y de Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, conviene recordar 

que esta Sección ya se ha pronunciado al respecto en el sentido de 

desechar la mencionada hipótesis, por considerar que tal postura deriva 

de una interpretación aislada del artículo 594 del CGP, e implica dejar de 

lado el contenido material de las decisiones de constitucionalidad antes 

relacionadas y sus efectos de cosa juzgada constitucional.  

En providencia de tutela del 16 de octubre de 2019 esta Sala de 

decisión, indicó:  

―el Tribunal Administrativo [...] al realizar una interpretación aislada de 

las normas y sentencias que se han mencionado en esta decisión, o 

afirmar que el artículo 594 del CGP es una norma posterior y que por 

eso carece de aplicabilidad los pronunciamientos de la Corte 

Constitucional frente a las excepciones al principio de inembargabilidad 
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de los recursos del Presupuesto general de la Nación, dejó de lado el 

contenido material de las precitadas decisiones. Por consiguiente, la 

autoridad judicial accionada debió  realizar una interpretación 

sistemática, de la cual se podía concluir que en el ordenamiento jurídico 

colombiano existen unas excepciones al principio de inembargabilidad, 

las cuales fueron precisadas por la Corte Constitucional en sentencias de 

control abstracto, las cuales son vigentes y hacen transito a cosa 

juzgada constitucional.  

En ese orden de ideas, el tribunal accionado debió resolver las 

excepciones al principio de inembargabilidad del Presupuesto general de 

la Nación planteada por las accionantes, pues se reitera, (i) las 

demandantes se alaron las cuentas bancarias que se pretendían 

embargar, (ii) sustentaron legalmente la medida cautelar solicitada y 

(iii) las sentencias de la Corte Constitucional que desarrollaron las 

excepciones eran aplicables al presente asunto, razón por la cual se 

debía resolver la medida de embargo teniendo en cuenta lo establecido 

en los fallos proferidos en ejercicio de control abstracto.‖  

 

Fundado en la construcción e interpretación constitucional acerca de las 

excepciones al principio de inembargabilidad, se tiene que el asunto en 

estudio, este despacho se abstendrá de decretar el embargo de recursos 

proveniente de ADRES, comoquiera que revisada la línea jurisprudencial 

construida por la CORTE CONSTITUCIONAL, ello sólo es procedente en la 

medida en que el crédito cuya obligación se persigue cumplir vía ejecutiva 

tenga su fuente u origen en los recursos de destinación especifica del servicio 

de salud, lo cual no acaece en el presente caso. Ello, como quiera que la regla 

jurisprudencial, demarca que los recursos del sistema de seguridad en salud 

son recursos parafiscales que pueden ser objeto de embargo cuando la 

obligación cuyo pago se persigue tenga por objeto la prestación del servicio de 

salud. 

En consecuencia, se DECIDE:  

PRIMERO: No decretar la medida cautelar solicitada por la parte actora 

referetente al embargo de dineros de ADRES. 

 


